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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE BUGA 

 
SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

REFERENCIA: APELACIÓN DE SENTENCIA PROFERIDA EN PROCESO ORDINARIO 

LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE MYRIAM SANCHEZ GARCIA CONTRA BBVA y 

OTROS 

Radicación: 76-001-31-05-002-2014-00493-01 
 

 

A los veinte (20) días del mes de noviembre del año dos mil veintitrés 

(2023), se congrega la Sala Cuarta de Decisión Laboral, con el fin de 

dictar sentencia escrita; en atención a Descongestión de la Sala 

Laboral del Tribunal Superior de Cali; en la que se resuelve el recurso 

de apelación que obra frente a la sentencia condenatoria No. 047 del 

28 de febrero de 2020, conforme a lo dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

 

SENTENCIA No. 043 

APROBADA EN SALA VIRTUAL No. 118 

                    

I. ANTECEDENTES 

 

Demanda y respuesta 
 
 

La señora MYRIAM SÁNCHEZ GARCÍA, a través de apoderada judicial, 

demandó en proceso ordinario laboral de primera instancia a las 

empresas BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A. – 
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BBVA COLOMBIA-, CAJA DE COMPENSACION FAMILIAR DEL 

PUTUMAYO; a fin de obtener las siguientes declaraciones y condenas: 
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Como fundamento de lo pretendido, expuso la parte actora: 
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Admitida y notificada la demanda, la CAJA DE COMPENSACION 

FAMILIAR DEL PUTUMAYO, dio respuesta con oposición a lo 

pretendido por la actora, presentando como excepción la que 

denominó «improcedencia del pago». 

 

Por su parte, el BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA 

S.A., dio respuesta al escrito primigenio, señalando frente a lo 

pretendido por al demandante que carece de fundamento, por lo que 

propuso como excepciones las siguientes: 
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Mediante providencia No. 0660 del 28 de septiembre de 2016, se tuvo 

por contestada la demanda por la parte plural y se señaló fecha de 

audiencia del artículo 77 del CP del T y de la SS. 

 

Sentencia de primera instancia 
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Llegados el día y hora propuestos por el Juzgado, se realizaron las 

pruebas documentales, el interrogatorio a la demandante, 

documentos y testimonios.  

 

En la misma audiencia, el Juzgado dictó la sentencia No. 047 de fecha 

28 de febrero de 2020 en la que resolvió (28:13-29:54): 

 

«PRIMERO: Se CONDENA al Banco Ganadero al antiguo Banco 
Ganadero hoy Banco Bilbao Vizcaya Argentaria Colombia S.A. BBVA 

S.A. y a la Caja de Compensación Familiar del Putumayo a pagar en su 
momento instituto de seguridad Sociales, hoy Administradora 
Colombiana de Pensiones, el cálculo actuarial que esa entidad pública 
liquide por el periodo laboral, por el periodo en el que la demandante 
Miriam Sánchez laboró para el Banco Ganadero, hoy Banco Bilbao 
Vizcaya Argentaria Colombia BBVA, desde el 4 de noviembre de 1975 al 
16 de junio de 1982 y con la caja de compensación familiar del Putumayo 
entre el 3 de junio de 1985 y el 30 de septiembre de 1987, para cuyo 
efecto las entidades empleadoras en ese momento deberán aportar a 
Colpensiones los certificados de salarios devengados mensualmente por 
la demandante durante dicho período para efectos de la elaboración del 
cálculo actuarial respectivo.  
 
SEGUNDO, Se CONDENA en costas a las entidades vinculadas a este 
trámite.». 

 

Recurso de Apelación 

 

Seguidamente el apoderado de la parte demandada integrada por el 

BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A. BBVA 

COLOMBIA, interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia 

dictada, el cual fue concedido en el efecto suspensivo, y que es del 

siguiente tenor (30:02-35:42): 

 

«Basa la sentencia motivo de alzada y la soporta la misma sobre una 
serie de jurisprudencia en la cual se indicó en la misma sobre las 
obligaciones que se debía tener para las fechas en que iban 
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incurriendo las afiliaciones a partir del año de 1967 en adelante y 
debiendo hacer los aportes al sistema general de pensiones 
administrado por el otrora Instituto se Seguros Sociales hoy 
Colpensiones. De igual manera se basa la misma sentencia y resalto 
en esta oportunidad es sobre el artículo 33 de la ley 100 de 1993 en 
la cual se indicó que por omisión y cuando no se hayan realizado las 
afiliaciones del trabajador, pues el empleador está en obligación de 
cubrir dichas cotizaciones, para lo cual se impuso la condena a mi 
representada. Fundamento el recurso esencialmente bajo los 
siguientes aspectos. Dentro del presente proceso, en el sumario 
no quedó probado que el aquí demandante hubiera realizado 

una afiliación al sistema de seguridad social en pensiones 
posteriores a la terminación al menos de contrato de trabajo 
como mi representada, pero pues leyendo los hechos de la demanda 
tampoco se logra evidenciar una afiliación al sistema de seguridad 
social en pensiones al menos sobre lo que era el Instituto de Seguros 
Sociales. De igual manera, se logra verificar y de acuerdo a los hechos 
de la demanda que el aquí demandante se afilió fue al sistema de 
seguridad social en pensiones fue con la entidad Porvenir S.A. La cual 
se indica que fue a partir del 1° de noviembre de 1999, surtiendo una 
efectividad a partir del 1° de enero del año 2000 y de acuerdo a los 
alegatos de conclusión se indica por la parte demandante de que la 
aquí señora Miriam reclamó la pensión de vejez a la cual no tuvo 
acceso por incumplimiento de los requisitos otorgándose una 
devolución de saldos. Debe entrarse a verificar su señoría que la base 
de la sentencia que son las sentencias de la Corte Suprema de 
Justicia, se refieren son a personas que hayan tenido una expectativa 
legítima en relación a la pensión de vejez cuando está siendo 
reclamada en el régimen de prima media, razón por la cual no se 
puede dar aplicación del artículo 33 de la ley 100 de 1993 por cuanto 
la misma reposa para el régimen de prima media; no obstante lo 
anterior y en virtud de la aplicación del artículo 64 de la misma ley 
100 de 1993 pues la misma se tiene que entrar a verificar es conforme 
al cálculo del capital más no al número de semanas de cotización, que 
son cosas muy diferentes del régimen de prima media al régimen de 
ahorro individual. En virtud de ello, su señoría entonces, se está 
imponiendo una condena primero sobre una obligación que no 

estaba en cabeza de mi representada conforme a las 
consideraciones tanto de la contestación de la demanda como de los 

argumentos de los alegatos de conclusión al enunciarse sobre que, 
sobre la creación del seguro social obligatorios pues se fue dando de 
manera paulatina el cubrimiento en cada región de nuestro país y que 
para lo cual se indicó en este proceso que la afiliación se vino a ser 
obligatoria fue a partir del 1° de abril de 1994 razón por la cual 
entonces entre el año 75 y el año de 1982 dicha obligación no existía 
entonces se le está imponiendo primero una situación de una 
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imposición en la aplicación de las sentencias que soporta la sentencia 
sobre al caso particular que no opera del mismo sentido y sobre una 
obligación de su señoría de la cual no corresponde que sea soportada 
en la ley para imponer a mi representada el pago de este cálculo 
actuarial al cual se ha traído a colación. Ahora bien, debe entenderse 
su señoría que no es obligación de mi representada haber hecho el 
cálculo actuarial en su momento sin que la misma demandante 
hubiese notificado a mi representada, haberle indicado que estaba 
afiliada a Colpensiones por cuanto dentro del presente proceso aquí 
nunca ha surgido una afiliación a Colpensiones o no se logra al menos 
corroborar esa situación o ese hecho dentro del presente proceso razón 
por la cual entonces y bajo estos argumentos se solicita que de manera 
principal se revoque la sentencia del cálculo actuarial no obstante ello 
entonces señoría se solicita como carácter subsidiario de persistir la 
misma que únicamente se obliga a representar al pago de los aportes 
de seguridad social que en su momento tuvo, sin las consecuencias 

de los pagos de los intereses moratorios que para estos casos 
imponen al momento la liquidación de estos cálculos 
actuariales por parte de las administradoras de fondo de 

pensión, en este caso Colpensiones. De la misma manera entonces 
se sustenta el recurso de apelación para la revocatoria de las costas, 
su señoría. Muchas gracias.» 

 

Alegaciones de segunda instancia  

 

Ejecutoriado el auto que avocó el conocimiento del asunto, se corrió 

traslado a las partes en los términos reglados por el artículo 13 de la 

Ley 2213 del 2022. 

 

Fue así como la apoderada de la parte demandada, allegó alegatos en 

los siguientes términos: 
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Por su parte, el apoderado de la parte demandada y apelante, allegó 

alegatos en los siguientes términos: 
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Visto lo anterior, y al no avistarse causal que invalide lo actuado, se 

ocupará la Sala de resolver el recurso de apelación presentado por la 

parte actora y pasiva, en conformidad con las siguientes  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Como en el presente asunto no se encuentra en discusión la existencia 

de la relación laboral ni de sus extremos temporales, si no que los 
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puntos en desacuerdo del recurrente atañen a la condena impuesta 

por la a quo al ordenar el pago del cálculo actuarial en favor de la 

demandante sobre una obligación que no estaba en cabeza de BBVA 

COLOMBIA; pues la creación del seguro social se fue dando de manera 

paulatina para el cubrimiento en cada región de nuestro país, siendo 

la afiliación obligatoria a partir del 1° de abril de 1994, por lo que para 

el periodo comprendido entre 1975 y 1982 dicha obligación no existía, 

a lo que se añade que la demandante no notificó a la demandada 

recurrente que estaba afiliada a Colpensiones, toda vez que de los 

hechos de la demanda se evidencia que la aquí demandante se afilió 

fue al sistema de seguridad social en pensiones a través de Porvenir 

S.A; lo que conlleva a que se exonere a la demandada de los pagos de 

los intereses moratorios que para estos casos se imponen al momento 

de la liquidación de cálculos actuariales por parte de las 

administradoras de fondos de pensión, en este caso Colpensiones.  

 

Para resolver el primer interrogante atrás planteado, se tiene como 

recuento normativo referente de las cotizaciones a pensiones 

anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 que las 

pensiones patronales, en lo público y privado, fueron previstas por la 

Ley 6ª de 1945. En lo referido al último sector, para esa fecha, no 

existía un sistema de seguridad social que se hiciera cargo de las 

prestaciones sociales y, por ello, los empleadores, siempre que 

contaran con un capital que superara el millón de pesos, debían pagar 

la jubilación del trabajador que llegara a los 50 años de edad y 

cumpliera 20 años de servicios prestados con una misma entidad. 

Estos tiempos podían ser continuos o discontinuos. No tenían derecho 
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a la pensión, en tal sentido, quienes trabajaban en entidades cuyo 

capital fuera inferior. 

 

La Ley 64 de 1946, para ampliar el rango de protección a un número 

mayor de trabajadores, dispuso que las compañías obligadas a 

responder por este tipo de emolumentos serían aquellas cuyo capital 

superara los $800.000. 

  

Posteriormente, el Congreso emitió la Ley 90 de 1946. Esta fue la 

primera norma que propuso, progresivamente, eliminar la obligación 

que tenía el empleador frente al pago de las pensiones de jubilación y 

establecer un sistema de seguridad social que permitiera incorporar a 

él todo el tiempo laborado por una persona, independientemente de 

que lo hubiese prestado para uno o para varios empleadores. La 

manera en que ello ocurriría, involucraba la creación del Instituto 

Colombiano de Seguro Social, en favor del cual se efectuarían 

cotizaciones mensuales, que soportarían financieramente, el 

reconocimiento de la pensión de vejez por parte de esa administradora, 

una vez se acreditara un mínimo de edad y semanas cotizadas. 

  

Los aportes incluían un sistema de triple contribución forzosa, donde 

estaban involucrados los empleados, los empleadores y el Estado. La 

protección ya no dependería del capital con que contara el patrono.  

 

Por la entrega de la fracción del empleador y el empleado, respondía 

el primero, y ello debía hacerse en el tiempo y forma que estableciera 

el Instituto, esto es, cuando existiera el llamamiento. La ley preveía 
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castigos para los empresarios que no afiliaran a sus trabajadores al 

seguro, o lo hicieran tardíamente. 

  

El funcionamiento de este esquema inició operaciones lentamente, de 

allí que la Ley advirtiera que las prestaciones patronales debían seguir 

rigiendo hasta tanto el seguro las asumiera, lo cual ocurriría en el 

momento en que esa administradora así lo decidiera. 

  

Por último, se resalta que el artículo 76 de la Ley en cita, estableciera 

la posibilidad de que el ICSS asumiera la pensión de vejez tomando en 

consideración tiempos trabajados con anterioridad a la fecha en que 

aquella entró en vigencia, previa cancelación de tales cotizaciones por 

parte del empleador. La redacción del artículo contenía los siguientes 

términos: «para que el Instituto pueda asumir el riesgo de vejez en 

relación con servicios prestados con anterioridad a la presente ley, el 

patrono deberá aportar las cuotas proporcionales correspondientes». 

  

Ahora, el Decreto 2663 de 1950 (Código Sustantivo del Trabajo), sobre 

el particular, mantuvo la obligación de reconocer esa prestación a 

quien llegara a los 55 o 50 años, dependiendo de su sexo, y trabajara 

con el mismo empleador por 20 años. Por otra parte, estableció una 

pensión que se pagaría a quien fuera despedido sin justa causa, 

después de 15 años de servicios, prestación cuyas condiciones fueron 

modificadas con la Ley 171 de 1961, al decir a) que la recibiría quien 

hubiese sido despedido, sin justa causa, después de haber trabajado 

más de 10 años, menos de 15; b) que se reconocería desde el despido 

o desde el cumplimiento de los 60 años, lo que ocurriera de último; c) 

que si el despido sin justa causa, se daba después de 15 años de 
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servicios, la prestación se pagaría cuando el trabajador cumpliera 50 

años; y d) que también tenía derecho a ella, a partir de los 60 años, 

quien se retirara voluntariamente después de 15 laborados. 

  

De manera concomitante, las primeras previsiones que el ICSS expidió 

para regular lo concerniente a los riesgos de invalidez, vejez y muerte, 

aparecieron en el Decreto 1695 de 1960, y en el Decreto 1697 del 

mismo año, aprobatorio del primer «Reglamento General del Seguro de 

Invalidez, Vejez y Muerte», que el propio Instituto había elaborado a 

través del Acuerdo 100 de 1960. Esta última norma comprendía reglas 

referidas a las condiciones necesarias para acceder a la pensión de 

vejez. Sin embargo, a pesar de lo anterior, no había sido regulada la 

forma en que debían inscribirse los trabajadores y tampoco el monto 

de las cotizaciones que debían hacerse en su favor, lo que se dejó 

pendiente para una posterior reglamentación. 

  

En los Decretos 1824 de 1965 y 3041 de 1966. En el primero de ellos, 

se dispuso que los afiliados originales serían quienes ya hacían parte 

del seguro de enfermedad no profesional y de maternidad, que en un 

término de seis meses la protección se extendería a todas las capitales 

de departamentos del país y que, en adelante, se procuraría una 

ampliación gradual a todas las regiones del mismo. Igualmente, se 

advirtió que una vez el empleador estuviere obligado a ello en virtud 

de la iniciación del seguro social, debía pagar la cotización que 

correspondía a él y al empleado, descontándole a este último su 

proporción del salario. 
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A partir del Acuerdo 224 de 1966, aprobado por el Decreto 3041 

señalado y aceptando el mandato otorgado por la Ley 90 de 1946, el 

ICSS reglamentó, en definitiva, todo lo referido a la pensión de vejez y 

los términos en los que esta sería reconocida. La cotización 

correspondía al 6% de los salarios devengados, donde un 3% era 

aportado por el empleador, un 1.5% por el trabajador y otro 1.5% por 

el Estado, valores que aumentaban con los años. Reiteró que la 

entrega de las cotizaciones debía hacerse por el empleador «a través 

de la caja seccional u oficina local que [correspondiera] a su jurisdicción 

en el plazo y forma que [determinara] el reglamento de aportes y 

recaudos». Si el patrono no descontaba del salario la proporción que 

concernía al trabajador, tenía que pagarla con sus propios fondos. A 

las cajas seccionales y oficinas locales del ICSS atañía regular la 

inscripción de los asegurados y beneficiarios. Y, en todo caso, se 

entendió que la fecha de iniciación del seguro era aquella en que el 

mismo se extendía a una nueva zona o grupo laboral. 

  

Esta norma materializó, en definitiva, los mandatos proferidos por el 

Congreso en la Ley 90 de 1946.  

 

Ahora, la Ley 100 de 1993 (artículo 33, parágrafo primero –literal c–) 

modificó la lectura aludida cuando estableció que las semanas 

laboradas en empresas que tenían a su cargo el reconocimiento de la 

jubilación, con anterioridad a su entrada en vigencia, podían 

computarse para el reconocimiento de la pensión de vejez siempre que 

esa vinculación se mantuviera o se iniciara con posterioridad al 23 de 

diciembre de 1993. Para cuyo efecto era necesario que el empleador 

realizara el cálculo actuarial regulado en el Decreto 1887 de 1994. Así, 
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por primera vez, se admitían cotizaciones relacionadas con periodos 

donde el empleador no había adelantado afiliación alguna en favor de 

sus trabajadores habida cuenta que respondía, con su propio peculio, 

por la jubilación. Aspecto que, fue declarado exequible por la Corte 

Constitucional mediante la Sentencia C-506 de 2001. 

 

Sobre este tópico es necesario traer a colación lo dicho por la Sala 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia CSJ SL9856-

2014, mediante la cual se consolido el nuevo y actual criterio, pues, 

se habían presentado diversos discernimientos al respecto, que 

lograban ofrecer cierta confusión en torno al tema. 

 

Así, se decidió eliminar totalmente la inmunidad que se otorgaba al 

empleador que no afiliaba a su trabajador al sistema de seguridad 

social, por falta de cobertura en un determinado lugar y se estableció 

que, en los lapsos de no afiliación, los empleadores, a pesar de que no 

actuaran de manera negligente, debían asumir el riesgo pensional 

frente a sus trabajadores, pues respecto de ellos se mantenían 

determinadas obligaciones y responsabilidades. 

 

En este punto, como lo ha asentado la jurisprudencia, resulta 

importante memorar lo dicho en sentencia CSJ SL17300-2014, 

reiterado en la sentencia CSJ SL939-2019; en el sentido que: 

 

«[…] 
 
El citado criterio de la Corte se ha extendido hasta tal punto, que se le 
ha reconocido al trabajador el derecho de recuperar esos tiempos no 
cotizados, sin importar la razón que tuvo el empleador para dejarlo de 
afiliar. Así, dicha solución se emplea en los eventos en que la ausencia 
de afiliación se hubiera dado por falta de cobertura del sistema de 
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seguridad social, por omisión pura y simple del empleador, por la 
creencia del empleador de no encontrarse regido por una relación laboral, 
e independientemente de si el contrato de trabajo se encontraba vigente 
o no cuando entró a regir la Ley 100 de 1993. Todo ello, en apoyo de la 
evolución de la normatividad reflejada en disposiciones como el artículo 
76 de la Ley 90 de 1946, los Decretos 1887 de 1994 y 3798 de 2003, el 
artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 9º de la Ley 797 de 2003 
y, así mismo, con base en los principios de la seguridad social, tales 
como la universalidad, unidad e integralidad “que velan por la protección 
de las contingencias que afectan a todos los trabajadores […] a través 
de un sistema único, articulado y coherente, que propende por eliminar 
la dispersión de modelos y de responsables del aseguramiento que se 
tenía con anterioridad». 

 

 

Conforme al anterior recuento jurisprudencial y acorde con el criterio 

actual de la Corte, razón le asiste a la Juzgadora de primera instancia 

al ordenar el pago del cálculo actuarial en favor de la demandante, 

pues no puede la demandada excusarse en el hecho que para el tiempo 

que la demandante laboró para ella, no existía la obligación de la 

afiliación al sistema de pensión existente para la época, pues, se itera, 

las obligaciones de los empleadores con sus trabajadores, derivadas 

de la seguridad social en pensiones, subsisten aun cuando la falta de 

afiliación al sistema no obedezca a su culpa o negligencia, como 

también al margen que tuvieran o no su cargo el reconocimiento de la 

pensión de jubilación, para cuando entró en vigencia la Ley 100 de 

1993. 

 

Siguiendo las directrices anteriores, es claro que no se presentó 

desatino alguno por parte de la Juez de primera instancia al imponerle 

a la demandada la obligación de cancelar el título pensional, máxime 

cuando la Corte Suprema de Justicia ha considerado como respuesta 

más adecuada a los intereses de los trabajadores, que las entidades 

de seguridad social tengan en cuenta el tiempo servido, como 
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efectivamente cotizado, y el empleador pague el cálculo actuarial, por 

los periodos omitidos, en perspectiva, a que, de esta manera se 

reconoce el trabajo y a la vez no se afecta la estabilidad económica del 

sistema. 

 

En ese sentido, en la sentencia CSJ SL14388-2015, la Corte señaló: 

 
«[…] Ahora bien, aquí y ahora, para la Corte resulta preciso reivindicar la 
mencionada orientación y evolución en su jurisprudencia, pues el 
mencionado traslado de responsabilidades entre entidades de la 
seguridad social – para pago de las pensiones – y empleadores – para 
pago de cálculos actuariales -, es el que resulta más adecuado a los 
intereses de los afiliados y el más acoplado a los objetivos y principios 
del sistema de seguridad social. 
[…] 
Por otra parte, para la Corte la solución a situaciones de omisión en la 
afiliación que se ha venido reseñando resulta eficiente, pues reconoce 
prioritariamente el trabajo del afiliado, como base de la cotización, a la 
vez que garantiza el reconocimiento oportuno de las prestaciones, sin 
resquebrajar la estabilidad financiera del sistema, ya que se propende 
por la integración de los recursos por parte de los empleadores, con 
instrumentos como el cálculo actuarial y herramientas de coacción como 
las que tienen legalmente las entidades de seguridad social. 
 
De igual forma, para la Corte, esta orientación es la respuesta más 
adecuada a los intereses de los afiliados, pues se les garantiza el pago 
de sus prestaciones a través de entidades del sistema de seguridad 
social, que tienen una mayor solidez financiera, vocación de 
permanencia y estabilidad, a la vez que una menor volatilidad que la que 
pueden tener determinadas empresas. 
 

Dicho ello, la Sala reitera que, ante hipótesis de omisión en la afiliación 
del trabajador al sistema de pensiones, es deber de las entidades de 
seguridad social tener en cuenta el tiempo servido, como tiempo 
efectivamente cotizado, y obligación del empleador pagar un cálculo 
actuarial, por los tiempos omitidos, a satisfacción de la respectiva 
entidad de seguridad social». 

  

 

Ahora en cuanto al reparo realizado por la apelante demandada, 

cuando refiere que la demandante no estuvo afiliada al Instituto de los 
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Seguros Sociales, por tanto, no se puede ordenar el pago del cálculo 

actuarial «por cuanto dentro del presente proceso aquí nunca ha surgido 

una afiliación a Colpensiones o no se logra al menos corroborar esa 

situación o ese hecho dentro del presente proceso»; se tiene que a folio 

109 de halla una certificación donde se logra verificar que la 

demandante estuvo afiliada a dicha entidad desde el 01 de marzo de 

1973 siendo su estado “ASIGNADO A OTRO FONDO”, veamos:  

   

 

Por lo anterior, es claro que la afiliación a COLPENSIONES, otrora ISS, 

cesó, pasando la demandante como afiliada al RAIS, régimen que 

procedió a realizarle devolución de saldos a través de la AFP 

PORVENIR S.A.  

 

Nótese que en la demanda no se depreca pensión de vejez como 

tal; se indica que hubo una devolución de saldos por cuenta de 
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Porvenir, por manera que corresponde a los demandados solicitar 

a la última ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTIAS del RAIS a la cual estuvo afiliada la demandante, el 

correspondiente cálculo actuarial por los periodos en que prestó 

servicios para el BBVA y para la CAJA DE COMPENSACION 

FAMILIAR DEL PUTUMAYO, esto es, desde el 4 de noviembre de 

1975 al 16 de junio de 1982 y del 3 de junio de 1985 al 30 de 

septiembre de 1987, respectivamente y una vez dicha AFP 

entregue el correspondiente cálculo actuarial, deberán las 

citadas empresas cancelar el valor a que haya lugar, en su 

totalidad. 

  

Ahora, como quiera que se queja la parte apelante también de las 

consecuencias de los pagos de los intereses moratorios que para estos 

casos imponen al momento la liquidación de estos cálculos actuariales 

por parte de las administradoras de fondo de pensión, en este caso 

Colpensiones, solo basta con decir para argumentar que no le asiste 

razón que la Juez de primera instancia nada dijo sobre este ítem, 

además debe exponerse que el cálculo actuarial por omisión del 

empleador privado, se realiza por solicitud del empleador o por orden 

judicial, en los casos en que se omitió la afiliación (o no se reportó 

novedad de vínculo laboral) del trabajador al Sistema General de 

Pensiones; cálculo que no comprende cotizaciones ni intereses 

moratorios, pues dicha figura esta establecida para casos de traslado 

de una reserva actuarial que cubrirá la pensión de vejez del trabajador 

y debió mantener el empleador durante el periodo de su omisión. 
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Sin más consideraciones por innecesarias; ante el resultado del 

recurso, habrá lugar a imponer costas en segunda instancia, a cargo 

de la demandada BBVA COLOMBIA y a favor de la demandante. Fíjese 

como agencia en derecho la suma de $200.000,00 

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Buga, Valle del Cauca, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: MODIFICAR el numeral primero de la parte resolutiva de 

la sentencia 047 del 28 de febrero de 2020, proferida por el Juzgado 

Segundo Laboral del Circuito de Cali – Valle del Cauca, el cual quedará 

así: 

 
“PRIMERO: Se CONDENA al Banco Ganadero hoy Banco Bilbao Vizcaya 
Argentaria Colombia S.A. BBVA S.A. y a la Caja de Compensación Familiar 
del Putumayo,  a solicitar a la última ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTIAS del RAIS a la cual estuvo afiliada la demandante, 
el correspondiente cálculo actuarial por el periodo laboral en el que la 
demandante Miriam Sánchez trabajó para el BANCO GANADERO, HOY 
BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA BBVA, desde el 4 de 
noviembre de 1975 al 16 de junio de 1982 y con la CAJA DE COMPENSACIÓN 
FAMILIAR DEL PUTUMAYO entre el 3 de junio de 1985 y el 30 de septiembre 
de 1987, para cuyo efecto las entidades empleadoras en ese momento 
deberán aportar a la mencionada AFP, los certificados de salarios 
devengados mensualmente por la demandante durante dicho período para 
efectos de la elaboración del cálculo actuarial respectivo; una vez dicha AFP 
entregue el correspondiente cálculo actuarial, deberán las citadas empresas 
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BBVA y CAJA DE COMPENSACION FAMILIAR DEL PUTUMAYO cancelar el 
valor a que haya lugar, en su totalidad”. 

 

SEGUNDO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia apelada, 

identificada con el número 047 del 28 de febrero de 2020, proferida 

por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Cali – Valle del Cauca, 

en el asunto de la referencia.  

 

TERCERO: COSTAS en esta instancia a cargo de la demandada BBVA 

COLOMBIA y a favor de la demandante. Fíjese como agencia en 

derecho la suma de $200.000,00. 

 

CUARTO: DEVUÉLVASE el proceso a la Sala Laboral del Tribunal 

Superior de Cali, para que proceda a la notificación de esta 

providencia y trámite posterior, en los términos del Acuerdo PCSJA22-

11962 del 22 de junio del año 2022. 

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR 

Ponente 

 

MARÍA GIMENA CORENA FONNEGRA 

 

CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE 
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